INTERPONEN ACCION DE AMPARO
Señor Juez:


                        ………….., de nacionalidad argentina, empleado municipal, mayor de edad, de estado civil casado, y ……………….., de nacionalidad argentina, ama de casa, mayor de edad, de estado civil casada, ambos con domicilio real en calle…………….., provincia de Córdoba,  y constituyendo domicilio a los efectos legales en ……………., ante V. S. respetuosamente comparecen y dicen:

I-PERSONERIA
                                               Que actuamos en nombre y representación de nuestro hijo menor …………., argentino, discapacitado mental, de diecisiete años de edad, con domicilio real en calle…………………..

                                               Que a los efectos de acreditar la representación invocada acompañamos libreta de familia expedida por el Registro de Estado Civil y Capacidad de las Personas de la localidad de Dalmacio Vélez Sarsfield. 

II- OBJETO

Que, en el carácter invocado, y siendo nuestro hijo …. titular de carnet de APROSS como beneficiario N°…. de este instituto, venimos por la presente a iniciar acción de amparo en contra de la ADMINISTRACION PROVINCIAL DEL SEGURO DE SALUD (APROSS) con domicilio en calle Marcelo T. de Alvear N° 758 P.B, de la Ciudad de Córdoba, a los fines de solicitar: 

a) Que la APROSS cubra en forma URGENTE e INMEDIATA el cien por ciento (100%) del tratamiento de manera continua y regular recomendado por su médico de cabecera basado en CANNABIS MEDICINAL, cuyas dosis y cantidad dependerá del resultado que se vaya obteniendo durante el tratamiento, ya que es la única opción viable hoy, después de haberlo intentado todo, absolutamente todo, para detener los innumerables ataques epilépticos que padece nuestro hijo diariamente y que ponen en peligro INMINENTE  la salud de ….
Pretendemos que la demandada cese de lesionar nuestros derechos constitucionales, en especial el derecho a la salud y a la integridad psicofísica receptada en los tratados internacionales a los cuales nuestra Nación les ha dado jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 de la C.N.), arts. 255 inc 1 y 30 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, art. 11 de la Declaración de Derechos y Deberes del Hombre, art. 10 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y en pos del interés superior del niño (Ley 26.061).
Por ello solicitamos a V.S. en subsidio la declaración de inconstitucionalidad de las resoluciones N° 1181/92, 137/00 y sus modificatorias, que reglamentan la cobertura que brinda el instituto a sus afiliados restableciendo así la plena vigencia de los derechos y garantías constitucionales de nuestro hijo ordenando al APROSS la pertinente cobertura al 100% de la prestación que solicitamos, que en este caso se trata de un medicamento (Charlottes Web Hemp Extract in Olive Oil) fuera del Vademecum y que requieren de un procedimiento especial para su obtención (Régimen de Acceso de Excepción a Medicamentos No Registrados), el que se encuentra aprobado por ley para su uso pero no está reglamentada su comercialización a través del ANMAT.
Que la falta de cobertura al 100 % de la prestación que necesita Agustín, implica la violación de la convención de los derechos del niño, esto es así, desde que los mismos, han sido equiparados a los derechos de los discapacitados, a partir del fallo que establece:”los menores, con quienes en este aspecto corresponde EQUIPARAR A LOS DISCAPACITADOS, a mas del especial atención que merecen de quienes están directamente obligados a su cuidado, requieren también la de los jueces y de la sociedad toda, siendo que la consideración primordial del interés del incapaz, viene tanto a orientar como a condicionar la decisión de los jueces llamados al juzgamiento de estos casos”(Doctrina de fallos: 322:2701; 324:122, del dictamen del Procurador de la Nación). Allí se deja establecida la protección de los derechos superiores de nuestro hijo …., y entre ellos el derecho de disfrutar del más alto nivel posible de salud.
Que la Constitución Provincial protege especialmente en su artículo 27, a los discapacitados, respecto del derecho con el que cuentan, a la protección integral del ESTADO, que abarque la “prevención, asistencia, rehabilitación, educación, capacitación, inserción, en la vida social…”. La norma referenciada expresamente establece la responsabilidad estatal de velar para que los derechos mencionados anteriormente sean respetados y cumplidos por quienes correspondan, de manera tal que si ello no ocurriera, es el propio Estado quien se responsabiliza por su incumplimiento.
En nuestro caso el menor discapacitado, cuenta con el apoyo y respaldo de una importante cobertura, esto es mediante APROSS de la cual es beneficiario, quien le cubre medicamento y traslados para su escolarización. Por lo tanto, se encuentra protegido por la ley 24.901,  que en su art. 2  establece el ámbito de aplicación de la misma, determinando que “las Obras sociales, comprendiendo por tal concepto las entidades enunciadas en el art. 1 de la ley 23.660, tendrán a su cargo con carácter OBLIGATORIO, la cobertura TOTAL de las PRESTACIONES BÁSICAS enunciadas en la presente ley, que necesiten las personas con discapacidad afiliadas a las mismas”  (al respecto cabe mencionar que la ley 23.660 establece cuales son las Obras Sociales que quedan comprendidas y mencionados los fines de las mismas, etc). Que la APROSS se encuentra comprendido en la ley 23.660, art. 1, y la consecuencia de ello es justamente la responsabilidad que le acarrea tal condición, según lo establecido por la ley 24.901, en su art. 2 antes mencionado.
Queda consecuentemente entonces, por demás establecida la OBLIGATORIEDAD, por parte de la APROSS, de proveer los medios necesarios para que las prestaciones requeridas sean realizadas a favor de su beneficiario. Pero cabe destacar que el cumplimiento de dicha obligación consiste en el pago total del tratamiento mediante el uso de CANNABIS MEDICINAL de manera continua y regular, respecto de los cuales se encuentra Agustín privado en la actualidad ya que los módulos de cobertura de la APROSS son insuficientes para afrontar dichas prestaciones. Y actualmente la ley 27.350 (art. 1, 3 inc d), 7) y su reglamentación  Decreto 738/2017 (art. 3  y 8) no encuadran a Agustín para el ingreso al Programa. No todos los Hospitales Públicos tienen aprobados los Protocolos para ingreso al Programa (RECANN). El Hospital Garraham recientemente lo ha aprobado pero solo para niños de 2 a 16 años, y el Hospital Ramos Mejía (a quien por la edad le corresponde a Agustín, aun no tiene el Protocolo aprobado). Por ende, Agustin, queda totalmente fuera del programa para su ingreso, y nuestros recursos no nos permiten el pago del medicamento por su alto costo, solo la APROSS puede garantizar este tratamiento.
Que nuestro hijo … padece de RETRASO MENTAL, agravado por una ENCEFALOPATÍA EPILÉPTICA CRONICA DE LENNAUX GASTAUT y se encuentra evidentemente sometido a la necesidad de tratamientos y terapias especiales. Que a los fines de acreditar dicho extremo acompañamos certificado de discapacidad  Ley 22.431, Art. 3 Ley 24.901 Dto. 762/97 N° 00000171 emitido con fecha 17 de abril de 2018, e historias clínicas y prescripciones médicas otorgadas por sus médicos  los que específicamente solicitan medicamentos fuera del vademecum y de cobertura total a través del cannabis medicinal como, hoy por hoy, única opción para revertir y detener el cuadro que padece Agustín, ya que todos los tratamientos anteriores caducan y el estado de salud vuelve a desmejorar y nuevamente hay que buscar alternativas para asegurar su salud.
Que de no poder acceder, a lo solicitado por estos comparecientes a favor de nuestro hijo, es decir a un medicamento que vale mas de $32.000 en el mercado, cuyo precio se establece en dólares, y que es mas caro que nuestros ingresos mensuales, el mismo quedaría expuesto a diversas consecuencias tales como:

1- Que la falta de medicación o la suministrada extemporáneamente -por la falta de recursos de este compareciente-, significaría un deterioro absoluto de su estado de salud, con un consecuente retroceso en todas sus actividades. 

2-  Si el mismo no es sometido en forma urgente a este tratamiento su situación no tiene manera alguna de cambiar, no hay ningún otro tratamiento que pueda cambiar el estilo de vida de … ya no hay medicación que probar, tratamiento o aparato que funcione. Le van rotando todo el tiempo los medicamentos. El aparato VNS therapy pese a que se quedó sin batería, y que se ofreció por parte de la prestadora a cambiar, a criterio medico tampoco hoy responde al estado de salud de Agustín. No tendría sentido colocar otro, porque esto significa una nueva cirugía, internación, recuperación post operatoria, y dicho aparato hacia unos años que ya no daba resultados. Por eso recomiendan el uso de esta medicina nueva en el mercado que viene resultando optima en casos de pacientes epilépticos. Los ataques epilépticos pasarán a ser más continuos de los que ya son –sufre entre 30 y 50 diarios- y la consecuencia directa es el retroceso y limitación a su progresivo estado de salud general;  con un inminente deterioro físico y mental superior al que ya padece, impidiéndole desarrollar sus actividades diarias educativas, sociales, deportivas, limitándolo en su autovalimiento e independencia. 
Privarlo de este tratamiento equivale a impedir la adquisición y restauración de aptitudes e intereses para mejorar su nivel psicofísico  y su integración social y condenarlo a retroceder y perder todos los avances y logros desarrollados por el en estos años en la educación inicial. Maxime entendiendo que ….con su edad y estado físico, ya es un hombrecito de 1,90mt  de alto y mas de 90kg que no puede ser cuidado por su mama como cuando era niño.
3.- La imposibilidad actual de que … reciba el tratamiento prescripto expresamente por el Dr. Javier Sanabria de la Clínica del Niño de la ciudad de Río Cuarto, esta obstruyendo el avance de su rehabilitación, provocando un menoscabo en su integridad psico-física irreparable. Solo perjudican la salud de Agustín que tiene una nueva oportunidad para estar mejor.
                                                III-  HECHOS
                                               Nuestro hijo ….  de diecisiete años de edad, padece de una discapacidad, cuyo diagnostico funcional indica: RETRASO MENTAL MODERADO, y se establece en el mismo además la orientación prestacional que él necesita, esto es prestaciones de rehabilitación y educativas mas transporte. Que el cuadro de Agustín se ve además agravado por una ENCEFALOPATÍA EPILÉPTICA DE LENNAUX GASTAUT, que lo obliga a medicación constante y variable que no da resultado positivo alguno y provoca consecuencias irreparables e irrecuperables en la salud de -….
Que… a los quince meses de edad, comienza con sus cuadros de epilepsia manifestados mediante crisis bajo sueño de inicio parcial con secundaria generalización. Desde ese momento las crisis epilépticas comienzan a incrementarse diariamente y de diversas maneras. Que las mismas se manifiestan como hipertonía y mirada fija, crisis en las que se queda quieto, con automatismos bucales de tragar saliva, a veces tipo espasmos en flexión, camina como sin ver, tres o cuatro crisis en salvas, todo entre 5 y 6 veces diarias, ya sea despierto o dormido, en estas últimas abre los ojos, desvía la mirada y luego sigue durmiendo. También en otras oportunidades empieza a gritar, a golpearse los brazos,  automatismos, se arregla la ropa, se toca, refriega los dedos, camina sin rumbo, habla mucho y sin sentido, también tiene crisis tónicas, en flexión con caída cefálica y postura en extensión  de extremidades superiores.  En todos estos episodios, es fundamental para la vida de Agustín que no esté solo, porque puede golpearse (es un adolescente de más de 90kg y que mide más de 1,80mts), requiere de un cuidado exclusivo, porque además de lo que significan las crisis en cuanto a su deterioro físico y mental, la gravedad está dada por las consecuencias de esas crisis si se golpea o si sale sin rumbo de la casa. Las mismas también lo limitan en sus quehaceres diarios y en la vida social de el y de la familia. Por ejemplo no podemos viajar porque si padece estas crisis en el auto, tenemos que auxiliarlo en la calle, a el le gusta ir a ver futbol y muchas veces no se puede cuando es en otros pueblos. Lo mismo cuando le sucede cuando lo lleva el remis al colegio, entre un millón mas de situaciones. Que pasa si en una crisis donde pierde el rumbo, sale a la calle y lo atropellan o se pierde???? Como muchas otras situaciones que se pueen presentar. Esta compareciente como mama, físicamente ya no puedo contenerlo sola, necesito la ayuda de alguien mas. Ademas, nuestro hijo mientras no sufre de estos ataques epilépticos, concurre a la Escuela Montessori, modalidad especial en la localidad de Hernando. Que la Apross cubre todos los gastos y traslado. Pero lamentablemente, es muy complicado que asista continuamente porque es un riesgo que le den crisis en viaje con una persona que no conoce y que no sabe como reaccionar ante las mismas, y además muchas de las docentes no saben reconocer los episodios de crisis. Impedirlo de este tratamiento es condenarlo a una vida de autodependencia, de limitaciones extremas, de un deterioro insalvable e irrecuperable en su salud, educación y en los distintos ámbitos sociales donde hoy ya casi adulto, puede desarrollarse.
Que el diagnostico etiológico de Agustin es Encefalopatía Crónica de base biológica multifactorial y su diagnóstico funcional es: Retraso mental moderado, con serios trastornos de aprendizaje, Trastorno especifico de la función motriz, Trastorno por déficit de atención con hiperactividad impulsividad mixto o combinado, Trastorno global del lenguaje, Trastorno de conducta no especifica, y Encefalopatía Epiléptica de Lennox Gastaut 
                                                Científicamente, la epilepsia es un trastorno crónico del cerebro que afecta a las personas. Se caracteriza por convulsiones repetidas, que son episodios breves de movimientos involuntarios que puedan implicar una parte del cuerpo (parcial) o todo el cuerpo (generalizado), y a veces se acompaña de pérdida de la conciencia. Un ataque puede ser definido como la actividad eléctrica incontrolada en el cerebro (una perturbación de la función normal del cerebro), que puede producir un espasmo físico, signos físicos menores, pasando por perturbaciones o una combinación de síntomas.

Desde el descubrimiento de la enfermedad, se fueron arbitrando todos los tratamientos posibles para que estuviera bien, tanto en el Hospital Garraham como su médico neurólogo Dr Sanabria. Pero sus crisis no disminuyen ni menos aun ceden. Tomo todo tipo de medicación como Fenobarbital, Acido Valproico combinado con Carbamacepina, o con Lamotrigina, o con Topiramato, o con Clonacepam, o con Levaricetam o con Etosuximida, la misma se la iban alternando tratando de encontrar un resultado que nunca llegó. Tambien se hizo una dieta cetogénica, con la medicación de Clonacepam y Primidona. Sin embargo, persistió un deterioro neurológico global, con retraso cognitivo, torpeza psicomotora, retraso global del lenguaje, severo trastorno conductal, gravísima hiperactividad-impulsividad, presentado una ecolalia inmediata. Agustín recae en sus cuadros de epilepsia, con crisis de hipertonía de una mano, crisis de ausencias complejas con automatismos, hipertonía generalizada bajo sueño también. Comienzan a rotarle la medicación variando de la siguiente manera: Primidona con Clobazan, Clobazan con Vigabatrin, Vigabatrin con Clonacepan, Vigabatrin con Cloncapen y Ac. Valproico, Clonacepan con Ac. Valproico y Primidona. Que con este viejo sistema de alternación en la medicación comienza a estar mejor durante un tiempo, y luego regresan las recaídas más severas. A esto es importante sumarle las consecuencias secundarias en las que derivan estos medicamentos tan fuertes en el resto de los órganos de nuestro hijo. Luego, el Dr. Javier Sanabria, solicita una nueva inter consulta al Dr. Caraballo del Hospital de  Pediatría “Prof. Dr.  Juan P. Garrahan” necesitando ser evaluado dentro del protocolo de Cirugía de la Epilepsia con tratamiento de Neuro Rehabilitación. Que por tal motivo, se lo deriva a los especialistas en Epilepsia Refractaria del Hospital de  Pediatría “Prof. Dr.  Juan P. Garrahan”, a los fines de evaluar la colocación de un Estimulador Vagal –Ospolot- (VNS Therapy). Que luego de dicha prescripción, le solicitamos a la APROSS la cobertura del aparato que era costosísimo, y ante su negativa, mediante un amparo la demandada cubrió dicho tratamiento en un cien por ciento. El mismo tramito ante este mismo Juzgado de 1° Instancia y 1° Nominacion en lo Civil Comercial y de Familia de la ciudad de Villa Maria, secretaria N° 1, caratulado “….dicha intervención quirúrgica ayudo mucho a nuestro hijo respecto de su estado de salud, pero hace ya mas de dos años que no funciona. Desde su colocación le hicimos todos los controles en el Garraham, en una oportunidad nos dijeron que no tenía batería y que debía reemplazarse. La cuestión radica en que con anterioridad mucho antes, ya su estado de salud estaba nuevamente con crisis múltiples. Consideramos que una nueva intervención quirúrgica era muy desgastante para que funcionara un tiempo y luego volviéramos a lo mismo, más cuando el Dr. Sanabria ya estaba evaluando la posibilidad del cannabis medicinal como alternativa.
 Su médico de cabecera ha intentado todo nuevamente con distintas drogas a través de la variación de sus remedios pero nada funciona. Las crisis epilépticas han empeorado, como las relatadas ut supra con el agravante que con su cuerpo, ya no es un niño, es muy difícil contenerlo para evitar que se lastime. Entiende desde noviembre del año pasado que el tratamiento con Charlottes Web hemp Extract in Olive Oil es el tratamiento adecuado en este momento, ya que no responde a otros tratamientos farmacológicos (medicamentos) ni no farmacológicos (Estimulador Vagal). La Dra. Reyes Valenzuela en el certificado de fecha 16/11/17 también considera que es conveniente este tratamiento para nuestro hijo, pero indica que el Hospital aun no tiene el protocolo para proceder a suministrárselo. Advierta S.S en la historia clínica la combinación y medicación que toma nuestro hijo.
Que ante nuestra situación económica es muy difícil tratar a Agustín en el Hospital Garrahan por las distancias (ya sea para controles o para un nuevo aparato estimulador, además de que como Agustin ya va a cumplir los 18 no podrán seguir tratándolo, debiendo derivarlo al Hospital Ramos Mejia). Que como lo ije antes, con ninguno de los dos hospitales está en condiciones de ingresar al programa RECANN. Que su médico de cabecera Javier Zanabria no es prestador de APROSS, pero es el mejor en esta especialidad y el que conoce la historia clínica de Él desde los quince meses de edad y el único que con diversos tratamientos ha hecho que la vida de Agustín sea más llevadera y de mejor calidad.  Que el mismo fue quien nos recomendó empezar el tratamiento con CANNABIS MEDICINAL, viendo excelentes resultados en otros pacientes y según lo que la medicina recomienda. Que él considera que esta medicación podría cambiar la cantidad de convulsiones que tiene Agustín, pero el costo de las mismas es IMPOSIBLE para esta familia, siendo su precio en dólares, y estando actualmente la dosis para dos meses en unos treinta mil pesos aproximadamente. 

Que ante esta situación, y siguiendo el consejo medico del Dr. Sanabria, y siempre en pos de mejorar la calidad de vida de Agustín, iniciamos los trámites para la Inscripción en el Registro del Programa para tratamiento de cannabis (Registro Nacional de Pacientes con Cannabis RECANN). Pero ahí dentro de los formularios de inscripción hay que cumplir con un protocolo a través de un Hospital Público. El Hospital Garraham, donde se atendio siempre nuestro hijo recién ahora tiene el protocolo aprobado pero incluye a niños de 2 a 16 años. El Hospital Ramos Mejia que es al que me van a derivar obligatoriamente cuando Agustín tenga los 18 años aún no tiene el protocolo aprobado, por ende no podemos ingresar al programa que de manera gratuita nos daría la medicación, y claro siempre reuniendo los requisitos que exige el programa. También fuimos al ANMAT Córdoba, donde nos firmaron todos los formularios para pedir el ingreso del medicamento, pero claro estos comparecientes no tenemos el dinero para pagarlo y la demandada nos ha rechazado el pago de los mismos según lo detallaremos más abajo. 
En el 2017 después de un control en el Hospital Garraham y a pedido de los mismos evaluamos el recambio de estimulador mediante expte 0088-086172/2010 y la Apross presto de su debida cooperación ofreciendo distintos modelos. Pero luego considerando que ya no venia dando resultados, que significaba una nueva cirugía, y que tanto el Dr. Sanabria como la Dra. Reyes Valenzuela consideraban el cannabis como opción alternativa positiva, con 04 de abril de 2018 presente el pedido del medicamento en APROSS bajo el número de stickers 19611903242118. Que la misma mediante CD CCZ0029440(2) de fecha 27 de abril de 2018 refiere que el producto es un suplemento dietario, que el Dr. Sanabria no es medico tratante de Apross y que la documentación acompañada no es aprobación de la medicina por parte de ANMAT sino su pedido de importación. Que al no estar el medicamento en el Vademecum, ni aprobada su comercialización no corresponde su provisión. Que con CD 765813507 de fecha 16 de mayo de 2018 rechazamos dicha CD y reiteramos el pedido medico del cannabis. Nuevamente Apross rechaza el pedido con los mismos fundamentos mediante CD CCV0006472(9) de fecha 30 de mayo de 2018. Acompaño las CD  a sus efectos. Que a la fecha seguimos sin resultado alguno. 
Ahora bien, la finalidad de este amparo, es la cobertura del cien por ciento del medicamento Charlottes Web Hemp Extract in Olive Oil, autorizado mediante la ley 27.350 y el procedimiento de autorización de importación a través del ANMAT como régimen de excepción a medicamentos no registrados. Toda documentación aprobada y acompañada a los efectos de su cobertura.

El APROSS, arbitrariamente utiliza el sistema de “Módulos” o Vademecum como así también nómina de especialistas tratantes para evadir sus obligaciones con la cobertura de tratamientos médicos, el que en el caso de Agustín se reitera, teniendo un amparo anterior para lograr la cobertura del tratamiento.,                           Que de acuerdo a las recomendaciones de los profesionales que se han encargado de la salud de nuestro hijo desde hace años, y que por lo tanto cuentan con nuestra máxima confianza, esta terapia es la única opción para que Agustín pueda mejorar su calidad de vida, evitando deterioros insalvables en su salud, y ayudando a evitar más retrasos propios de su incapacidad. Tal circunstancia se encuentra acreditada por los certificados médicos agregados a la documental. 
No puede ser motivo de rechazo la provisión de un medicamento porque es solicitado por un medico no tratante o prestador de la obra social. En nuestro pueblo Dalmacio Velez, no hay especialista tratante. Rio IV es lo más próximo, el Dr. Sanabria es un excelente medico reconocido en la zona y que ha tratado a nuestro hijo desde bebe, toda nuestra confianza está depositada en él porque es quien ha llevado adelante a Agustín para que este lo mejor posible. La jurisprudencia ha sido razonable al fallar autorizando la cobertura de profesionales ajenos a las cartillas: “La ley 24.901 especifica que las obras sociales y prepagas deben reconocer de la atención a cargo de especialistas, aunque no pertenezcan a su cuerpo de profesionales. Han dicho nuestros Tribunales que deben atenderse las excepciones al principio general cuando se acrediten las circunstancias que lo justifican.” ((CNACCF, SALA 3 15/12/09 “GUILLEN DE VARELA BERTA ANGELICA C/ MEDICUS SA AMPARO”) (CNACCF, “BUSTOS CASTAÑO ALFREDO FERNANDO C/ INSSJP AMPARO”, “TOBIAS LEANDRO C/ OBSBA Y OTRO AMPARO”) – “Prestadora debe reintegrar gastos por consultas fuera de cartilla” Debe prevalecer la protección e los niños con discapacidad por sobre cualquier obstáculo formalista. La Suprema Corte fijo un estándar elevado para la protección de los niños y adolescentes como sujetos vulnerables, con el fin de garantizar su derecho a la salud y especifico que el intereses superior del niño tiene rango de principio que no solo debe orientar sino condicionar las decisiones de los jueces  en los conflictos que condicionan sus derechos” Fallo contra Swiss Medical de la Sala II CNACCF.
Asimismo dejamos constancia (mediante la acreditación correspondiente) de los magros ingresos que percibo mensualmente, los justos para cubrir las necesidades básicas del grupo familiar, y en consecuencia la imperiosa necesidad de contar con UNA  URGENTE SOLUCIÓN, ya que de otra manera Agustín sufrirá un deterioro irreparable a su estado de salud, debido a la imposibilidad de solventar con nuestros propios medios el tratamiento específico que se solicita.
Es propicio resaltar, que el pedido de cobertura del cien por ciento de la medicación a base de aceite de cannabis que se solicita de manera continua y regular, que no podemos adquirir por no poder ingresar al programa nacional y porque nuestros ingresos no nos lo permiten, debe ser cubierto por la demandada. La jurisprudencia, a través del criterio lógico de los jueces, que tienen en mira el interés superior de los niños como principio constitucional, han hecho lugar a innumerables amparos, asi: 1) Juzgado Federal de Campana, Sentencia N° 65230/2016  “Lopez Andrea Celeste c/ Osde – Amparo”; 2) Juzgado Federal de Corrientes, Sentencia de fecha 07/06/2018. Expte 6371/2018. 3) Juzgado Federal de Misiones “Aunque la ley fue sancionada en el 2017 aun no fue reglamentada, obligando a los pacientes a acudir a tribunales para su cobertura. El grave estado de salud del menor, los padecimientos sufridos, por el niño y sus padres, hacen imperativo salvaguardar su derecho a la salud” 4) Camara Federal de Cordoba, obliga a la DASPU al pago del medicamento a una joven que sufre neurofibromatosis.
IV- PROCEDENCIA

La vía del amparo que se intenta resulta admisible en primer lugar, habida cuenta que no se configura ninguno de los supuestos de inadmisibilidad que estatuye el art. 2 de la Ley Provincial N° 4915, y en segundo lugar, el amparo se encuentra contemplado por el art. 48 de la Constitución provincial, y no existen otros medios judiciales más idóneos a los fines de la protección del derecho a la vida y a la salud que se conculcarían, de no hacerse lugar a la presente acción de amparo.
IV- 1- PROCEDENCIA SUSTANCIAL 

La presente acción es formalmente procedente pues están dados los presupuestos previstos en el art. 1 de la ley 4915. Esto es, a través de este proceso se persigue la cobertura total en medicamentos o fármacos específicamente Charlottes Web Hemp Extract in Olive Oil, (aceite cannabis) de manera continua y regular, de no ser así se restringe en forma actual e inminente, y con la arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, los derechos y garantías expresamente previstas en la Constitución Provincial y nacional, no existiendo otra vía más idónea o ágil para la restauración del derecho lesionado.
Por otra parte, se encuentran vulnerados también los derechos que la ley 24.901, brinda a los discapacitados, respecto de la obligatoriedad con la que responsabiliza a las obras sociales, en cuanto a la cobertura total de las prestaciones básicas y especiales, que esta acción pretende preservar.
IV- 2-PROCEDENCIA FORMAL  

Cabe señalar que el art. 2 de la ley 4915, excluye la admisibilidad del recurso de amparo cuando el damnificado pueda ejercer otros recursos o remedios judiciales o administrativos mediante los cuales pueda lograrse la reparación del derecho lesionado a la mayor brevedad.
Sin duda, que el ejercicio de otros recursos administrativos o judiciales, tornarían ilusoria la reparación de los derechos ilegítimamente conculcados, máxime como en el presente caso, en el que la imposibilidad material de hacer frente al monto del medicamento alternativo, valuado en dólares que propone el médico, sabiendo que este puede revertir las consecuencias de la enfermedad que padece Agustín, la imposibilidad de acceder a la misma, por el alto costo que tiene, solo significarían agravar el estado de salud de Agustín. Ocurrir por la vía ordinario y/o la contenciosa administrativa, significaría prologar en el tiempo una enfermedad irreversible en Agustín, pero que con esta nueva alternativa puede mejorar su calidad de vida, disminuir sus crisis, lograr más independencia de sus padres, evitar peligros a los que queda expuestos con sus crisis estando solo o con compañía (ver relato de los hechos). Entender lo contrario, significaría que de aquí a dos o más años de litigio, nuestro hijo tendría muchas mas crisis epilépticas diarias, tendría un grado de involución a nivel educativo, y principalmente su estado de salud físico y psicológico estaría deteriorado. Todos los tratamientos que hemos intentado han funcionado y ayudado, pero tienen un tiempo y luego nuevamente dejan de hacer efecto, y es por eso que las nuevas alternativas que genera la medicina deben aplicarse a su caso, porque necesita constantemente la evolución médica para llevar un estándar de vida tranquilo, saludable sin riesgos directos e indirectos para su vida.
Resulta oportuno también recordar lo dispuesto en el art. 25 punto primero del pacto de San José de Costa Rica, que tiene rango de norma supralegal en función de lo establecido por el art. 75 inc.22 de la C.N., en tanto aquella claramente regula “toda persona tiene derecho a un recurso efectivo ante los jueces o tribunal competente, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos en la constitución, la ley o la presente Convención, aún cuando la violación sea sometida por personas que actúen en ejercicio de funciones oficiales.”
Que respecto del art. 2 de la Ley 4915,  en su inc. e)  el que establece, como límite, el plazo de quince días, para la interposición del amparo, nos remitimos a lo establecido por la C. de Apel. Civil y Comercial de Santa Fe, 7/4/87, Juris, 80-207, cuando manifestó; ”Por parte, también se ha advertido que no se produce la caducidad de la acción de amparo, si la conducta lesiva del Estado se repita de mes a mes, pues se está ante un incumplimiento continuado, que traslada sus efectos a la última mensualidad”. Cada acreencia constituye en fin, una unidad por separado, razón por la cual la lesión se genera mes a mes, a partir de la no cobertura de la medicación solicitada y el rechazo según el médico solicitante. El rechazo del reclamo administrativo, mediante carta documento, personalmente en la oficina de Apross, se repite y reitera desde cada reclamo.

En relación a lo dicho, entonces, “parece conveniente, atenerse al criterio que sea propicio para el reclamante, si éste ha actuado con una celeridad razonable, de acuerdo con las particularidades del caso.” (SAGUES, Néstor, Ley de aparo, cit., p.266).
Consecuentemente, surge de modo manifiesto, la admisibilidad formal frente al caso puntual que nos convoca, por ello nos exime de mayores comentarios al respecto.
IV- 2-A) EL ACTO LESIVO

El acto lesivo contra el que se solicita el presente amparo judicial se configura, en primer lugar por la falta de cobertura del medicamento alternativo que propone su medico tratante, Charlottes Web Hemp Extract in Olive Oil, que se encuentran comprendidas como básicas en los arts. 11, 12,14,15 y 16 respectivamente, y especiales art. 21, 35 y 39 inc b) de la ley 24.901, particularmente  el tercer párrafo del art. 12 de la referida ley “…Cuando un beneficiario presente evidentes signos de detención o estancamiento en su cuadro general evolutivo, es los aspectos terapéuticos, educativos o rehabilitatorios, y se encuentre en una situación de cronicidad, el equipo interdisciplinario deberá orientarlo invariablemente hacia otro tipo de servicio acorde con sus actuales posibilidades….” Que el APROSS se ha negado a todo tipo de cobertura respecto de esta medicación. 
Además, en cuanto a la cuestión de la lesión, el requisito de actualidad de la misma, se manifiesta sobradamente acreditada en la presente acción, desde que la misma se reitera mes a mes, cuando no nos son cubiertos los montos suficientes para cubrir la medicación solicitada por el medico tratante. Es necesario comprender que existiendo un tratamiento que puede evitarle el padecimiento de una enfermedad epiléptica –con todo lo que ello conlleva- a nuestro hijo, no solo podemos mejorar su calidad de vida, en todos sus ámbitos, sino también a largo plazo salvarle la vida. Apross a través de otro amparo debió entender esto con el tratamiento del equipo el Generador Cyberonics P/VNS, el que hoy ya tampoco cumple la finalidad con la que durante años ayudo a Agustin a estar bien. Hoy ese tratamiento no resulta eficaz, la medicación que toma durante años, tampoco, hoy la medicina le brinda esta oportunidad y necesitamos probar para que Agustin no siga retrocediendo cada vez que un tratamiento deja de ser efectivo. Porque entonces, vulnerar este derecho. Cabe recordar que “el amparo trata de salvar en el presente y en el futuro los derechos vulnerados, procediendo cuando los actos o decisiones administrativas constituyen una amenaza de lesión cierta, actual e inminente, cuya entidad justifica el reclamo de tutela judicial” (C.N. Crim. Corr. 19/6/62, L.L., 108-776).-

IV-2-B) ILEGITIMIDAD Y ARBITRARIEDAD MANIFIESTAS:

La presente acción se dirige en contra del incumplimiento de APROSS de brindar una cobertura sobre el medicamente recomendado (cannabis medicinal). Que han sido realizados reiterados reclamos ante la misma, de manera personal, y mediante intercambio epistolar, sin obtener respuesta alguna. Y reiterando, la demandada conductas reticentes, obligándonos nuevamente a acudir a la justicia. Que esta situación importa la actual lesión de los derechos de nuestro hijo discapacitado, de jerarquía Constitucional con ilegalidad y arbitrariedad manifiesta, perpetrado por el ente autárquico APROSS.
Existe un severo agravio que por su notoriedad y arbitrariedad, conspira contra la más elemental noción de seguridad jurídica, entendida esta en el contexto jurídico de un Estado de derecho.
Que la vía ordinaria de tramitación de la causa, provocaría un daño irrreparable y grave. La prolongación indebida y manifiestamente inconstitucional en el tiempo, del ejercicio de los derechos vulnerados con la inevitable consecuencia del deterioro progresivo de la salud de Agustín, razón por la cual, no existe otra vía judicial más idónea para la protección adecuada, en los términos del art. 43 de la C.N. y 48, 25 y 27 de la Constitución de la Provincia de Córdoba.
Para intentar ilustrar los argumentos vertidos cabe recordar lo establecido por la jurisprudencia, cuando establece “…para la tutela de los derechos constitucionales fundamentales no hay nada más idóneo, en principio, que el amparo. Y no podemos volver al ayer. Expresamos que el mecanismo más enérgico que resguarda la eficacia de todas las demás garantías…” Augusto M. Morillo “El amparo después de la reforma constitucional”, revista de derecho Privado y Comunitario, Tomo 7, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 1994, Pág. 231-232.
En definitiva el amparo queda reservado a los supuestos en los que existe arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, y además, las vías ordinarias carecen de idoneidad para otorgar una tutela judicial efectiva del derecho invocado, como sucede en el presente caso.
La expresa solución de la Constitución Provincial en su art. 48 en concordancia con lo que establece la propia Carta Magna en su art. 43 de aplicación obligada y directa a los hechos del caso, determina la admisibilidad del amparo, en tanto se muestra como el instrumento judicial mas apto, para encausar la pretensión y al mismo tiempo servir de eficaz remedio a la conducta lesiva.
Que como surge de los hechos relatados, cada vez que necesitamos la cobertura de un tratamiento efectivo para Agustín, debemos realizar tantos trámites administrativos, tantos reclamos, en esta oportunidad, ante su médico tratante, ante el ANMAT, ante Apross, cartas documentos de por medio, solicitando cobertura para ese tratamiento que tal claramente dice el art. 12 de la ley 24.901 para enfermedades crónicas, solo tendiente a que Agustín este bien, pueda seguir con una vida digna, ya que su enfermedad jamás va a desaparecer.
Acudir por otra vía que no sea la del amparo, significaría litigar durante largos años, lo que tendría como único resultado agravar el estado de salud de nuestro hijo, como de hecho ha estado sucediendo en este último tiempo, limitándolo en su desarrollo y autovalidamiento.

V- EL DERECHO LESIONADO

La ilegitimidad y arbitrariedad manifiestas del acto que se denuncia lesivo, deriva del incumplimiento de lo establecido por la Ley 24.901, en sus arts. 1, 2, 11, 12, 14, 15, 16, 21, 35 y 39. Que la citada norma nace por la necesidad de sumar criterios respecto de cuestiones tan importantes como las relativas a la SALUD PÚBLICA-DISCAPACITADOS-OBRAS SOCIALES.
Es por esta razón que la ley 24.901, viene a establecer un sistema de PRESTACIONES BASICAS Y SERVICIOS ESPECIFICOS DE ATENCIÓN INTEGRAL, a favor de las personas con discapacidad. En principio la norma claramente obliga a las obras sociales a proveer de dichas prestaciones básicas y luego deja configurada también, cuales son las prestaciones que se encuentran comprendidas dentro del sistema que la ley instaura y denomina como PRESTACIONES BASICAS, dedicando al establecimiento y conceptualización de las mismas el capítulo IV en forma completa. Dicho capítulo se encuentra integrado por los arts. 14 al 18 inclusive, y en ellos se dan conceptos que definen, cuales son las prestaciones que se encuentran comprendidas con las particularidades que cada una de ella ofrece y que en conjunto constituyen lo que se denomina “prestaciones básicas”. Que al respecto de las mismas, la propia ley establece su cobertura al 100%, OBLIGATORIA para las obras sociales de los discapacitados. Respecto de los SERVICIOS ESPECIFICOS, la ley también los especifica y conceptualiza en el capítulo V y la cobertura de las obras sociales también debe ser al 100% con carácter obligatorio.
Desde ya que en el caso de marras, el APROSS, continua incumpliendo con lo establecido en la ley 24.901, dictada por el Congreso de la Nación con fuerza de LEY, desde que hace caso omiso a los reclamos que a este respecto han sido realizados por esta parte en cuanto a la cobertura de un medicamente autorizado por la ley 27.350.
Que además en lo que respecta a la Provincia de Córdoba, específicamente la ley 8838 “CARTA DEL CIUDADANO”, en su título II, Capítulo I “Derecho de las Personas en su relación con el Estado”, establece en su art. 4:”TODAS las personas en la Provincia tienen derecho a: a) Obtener prestaciones y servicios públicos de calidad, efectivos para satisfacer sus necesidades y en plazos adecuados”… En su art. 10 cuando determina los deberes del Estado provincial, sujeta las funciones, prestaciones y servicios a los siguientes principios. A) CALIDAD: Deberán elaborarse estándares precisos y documentados de calidad y rendimiento para todos aquellos servicios que se prestan a la sociedad, evaluar periódicamente sus niveles de cumplimiento y revisarlos, sobre la base de criterios objetivos, para adecuarlos a las nuevas necesidades y teniendo como meta una mejora progresiva y sostenida. Las unidades, áreas y oficinas del gobierno serán estimuladas a coordinar mejorar la calidad de sus servicios y prestaciones destinadas a sectores vulnerables de la sociedad”…G) EFICACIA: Deberá observarse claridad, celeridad, fácil seguimiento en los procedimientos administrativos, eficiencia, economía y una permanente evaluación de los resultados obtenidos en función de los estándares establecidos. Finalmente el principio de OPERATIVIDAD: Art. 14: Los derechos del Ciudadano y los deberes del Estado Provincial establecidos en esta Ley son de aplicación operativa, excepto que su reglamentación resulte imprescindible y su incumplimiento y violación se consideren falta grave (…) y genera responsabilidad estatal frente al ciudadano afectado.
Por todo lo expuesto, existe lesión manifiestamente ilegítima y arbitraria, en virtud de la inconstitucionalidad de la Resolución 1181-92, Resolución 137-00 de fecha 08 de junio de 2000 y sus modificatorias, del ex-IPAM hoy APROSS, que establece lo que allí se denomina “SISTEMA DE MÓDULOS”, los cuales fijan montos de asignación fijos para la cobertura de los gastos de los beneficiarios. Durante el término de nueve años, por citar el menor de las Resoluciones señaladas, el Estado Provincial, no efectuó evaluación alguna que mejore la calidad de los servicios y prestaciones a cargo del APROSS (EX – IPAM), destinadas a los sectores más vulnerables de la sociedad como son las personas con discapacidad.
Que tal circunstancia se encuentra en formal pugna con los derechos constitucionales que establecen el rango y la jerarquía con las que cuentan las leyes de la Nación, respecto de las Resoluciones que emanan de órganos autárquicos, como es en este caso el APROSS, que de ninguna manera podrán violar derechos y garantías constitucionales, bajo la excusa de poder dictar normas para organizar su ordenamiento interno.
Que de hecho el APROSS, decide implementar un sistema de asignaciones fijas (que por otra parte NUNCA acreditan a tiempo), como prerrogativa con la que el instituto cuenta de acuerdo a derecho. Pero tal circunstancia no habilita al APROSS, ni a ninguna otra Obra Social, a ejercer tales facultades de organización como ente autárquico, violando derechos consagrados por normativas de rango Nacional, como la ley 24.901, y lo que es peor, derechos que nuestra propia C.N. protege.

Es por ello que dejamos formalmente planteada la inconstitucionalidad de las mismas. Que para dar mayor claridad a continuación se enuncian, entre otros, los siguientes fundamentos, a saber:

1.- Importan un exceso en el ejercicio de la potestad reglamentaria, en violación al art. 144 inc. 2 de la Constitución Provincial.-

2.- Lesionan el derecho a la Salud y a la Vida, garantizado por el art. 19 inc.1 de la Constitución Provincial, art. 7 y 11 de la Declaración Americana de los derechos y Deberes del Hombre, art. 12 inc. A) del pacto Internacional de derechos Económicos, Sociales y Culturales, fundamentalmente, los derechos reconocidos a los menores por la Convención de los derechos del niño (equiparados a los de las personas discapacitadas).
3.- La restricción que imponen a los derechos individuales carece de razonabilidad (art. 28 C.N.).
V-1- INCONSTITUCIONALIDAD POR FALTA DE RAZONABILIDAD

Es bien sabido que la potestad reglamentaria reconoce como límite al principio de razonabilidad.
La adecuación, entendida como relación de medio a fin entre la restricción al derecho y la finalidad del bien común perseguido, y la proporcionalidad entre esta última y la lesión que ocasiona la restricción, son la medida de la razonabilidad.
Así lo ha sostenido la Corte Suprema de Justicia de la Nación cuando resolvió que “la reglamentación legislativa de las disposiciones constitucionales debe ser razonable, esto es, justificada por los hechos y las circunstancias que le han dado origen y por la necesidad de salvaguardar el interés público comprometido y proporcionado a los fines que se procura alcanzar, todo ello con el objeto de coordinar el interés privado en el público y los derechos individuales con los de la sociedad”.
Según surge de las resoluciones, cuya inconstitucionalidad se impugna, como se lee en los considerandos, particularmente la Resolución 137/00, establece, “…este instituto privilegia el aspecto psicosocial y genera alternativas terapéuticas, que optimicen la relación costo-beneficio en función de las necesidades “inminentes e impostergables de sus afiliados.” No obstante ello, el fin perseguido no deja de ser “aparente”, pues la asignación solicitada jamás fue satisfecha, significando un menoscabo de la cobertura de las NECESIDADES INMINENTES E IMPOSTERGABLES de sus afiliados.
V-2- EL “CONTEXTO DE VIDA” COMO MARCO PARA EL JUICIO DE RAZONABILIDAD

Néstor Sagués sostiene que el “contexto de vida”, esto es, las circunstancias económicas y sociales en las que habrá de aplicarse una norma pueden llevar a ésta, que en otro contexto puede llegar a ser razonable, resulte inconstitucional en las condiciones concretas vigentes en un lugar y tiempo determinado.
La Corte Suprema de Justicia ha sostenido que algunas leyes previstas para situaciones de normalidad económica, devienen inicuas en períodos anormales, caso en el cual cabe interrumpirlas como razonables y que “el juicio sobre legitimidad o ilegitimidad de una determinada restricción a un derecho, depende en gran medida, de las circunstancias del caso, pues el ordenamiento jurídico no puede ignorar las vicisitudes de la vida real.”

Conforme lo dispone la Constitución Provincial, en su art. 59, corresponde al Estado Provincial lo atinente a la política sobre Salud Pública, pero a la vez consagra el correlativo derecho de todo habitante de la Provincia “…el derecho al más completo bienestar psicofísico…”. Si bien es cierto, que aunque se trata de “facultades discrecionales”, propias del poder administrador, ellas no quedan fuera del control de juricidad que corresponde ejercer al poder judicial.
En el presente caso, la obligada, APROSS, es de una envergadura e importancia tal, que los MONTOS mensuales a los cuales asciende nuestro reclamo, de ninguna manera podrían llegar a comprometer o poner en riesgo la continuidad o correcto funcionamiento de la misma. Por lo tanto, la falta de cobertura en la que incurre, tampoco encuentra justificativo posible ni siquiera desde éste punto de vista, el económico.
V-3- INCONSTITUCIONALIDAD POR VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS Y GARANTÍAS CONSAGRADOS CON RANGO  CONSTITUCIONAL
La reforma del año 1994 de la C.N. incorporó con jerarquía constitucional nuevos derechos y garantías consagrados en tratados internacionales, que integran EL BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD. En materia de la niñez (régimen al cual se equipara al discapacitado), esta situación adquiere especial relevancia, pues la convención de los derechos del niño, dispone que en toda medida que se adopte debe prevalecer “el interés superior del niño”.
Así lo dispone el art. 3, 24 y específicamente el art. 23; “1:…garantizan que el niño mental o síquicamente impedido deberá disfrutar de una vida plena y decente, en condiciones que aseguren su dignidad, le permitan llegar a bastarse a si mismos y faciliten la participación activa del niño en la comunidad”.- 2:…reconocen el derecho del niño impedido a recibir cuidados especiales y alentarán y asegurarán…la prestación al niño que reúna las condiciones requeridas….- 3:…estará destinada a asegurar que el niño impedido tenga acceso efectivo a la educación, la capacitación, los servicios sanitarios, los servicios de rehabilitación…”.
Como se advierte de la simple lectura de la normativa transcripta, la actitud llevada a cabo hasta ahora por la APROSS, menoscaba los derechos del beneficiario, que por su especial condición de discapacitado, se ve efectuada por la falta de cobertura de medicamentos y de la terapia especifica solicitada que le permita preservar su salud y alcanzar su integración social.
V-4- DERECHO A LA DEFENSA DE LA VIDA, LA SALUD, A LA INTEGRIDAD PSICOFÍSICA, DE NUESTRO HIJO Y EL DEBER DE APROSS  DE GARANTIZAR EL ACCESO PLENO Y AL 100% DE LOS SERVICIOS MÉDICOS PARA PRESERVAR DICHOS DERECHOS.

Estos derechos están plenamente incorporados a nuestro sistema jurídico interno mediante los arts. 4,5,8,11 y 25 del Pacto de San José de Costa Rica y los arts. 23,24 y 26 de la Convención sobre los derechos del Niño reconocidos por el art. 75 inc. 22 de la C.N. con jerarquía constitucional luego de la reforma constitucional de 1994.
Que además también la ley 24.901, claramente establece la protección del efectivo cumplimiento de las prestaciones básicas y servicios específicos a través de la cobertura obligatoria del 100% de los costos de las mismas por parte de las obras sociales.
Todos estos derechos han sido vulnerados por las resoluciones del APROSS que hoy atacamos. Bien ha dicho la Corte Suprema de Justicia de la Nación que el Estado Nacional y las obras sociales deben promover y facilitar el acceso efectivo a los servicios médicos que requieran los niños con impedimentos físicos o mentales por aplicación de los citados Tratados Internacionales, que reitero gozan de jerarquía constitucional.

Que precisamente el derecho a la vida  - iura in persona ipsa – comprensivo de la preservación de la salud, es el primer derecho de la persona humana, reconocido y garantizado por la Constitución Nacional y el Pacto de San Jose de Costa Rica, ya que siendo el hombre  el centro del sistema jurídico y en tanto fin en si mismo, su persona es inviolable y constituye el valor fundamental, máxime digo con su recepción a través de los Tratados Internacionales con jerarquía constitucional, que impele a su cumplimiento imperativo por orden de los arts. 27 y 53 de la Convención de Viena Derecho de los Tratados, ya que son normas de jus cogens.
Todo lo aquí expuesto no hace mas que poner de manifiesto en el presente caso, la violación flagrante que APROSS realiza de los derechos constitucionales de nuestro hijo Agustín.
V-5- INCONSTITUCIONALIDAD DEL ART. 2 INC. D ÚLTIMA PARTE DE LA LEY 4915.
La presente demanda quedaría excluida por la vía del amparo por aplicación del art. 2 inc. D, última parte de la ley 4915, por cuanto la determinación de la invalidez del acto lesivo (resoluciones del EX - IPAM N° 1181/92 y 137/00, requiere la declaración de inconstitucionalidad.)
En este sentido se ha expedido el máximo tribunal de la Provincia, sosteniendo que:”cuando existe una lesión, alteración, restricción o amenaza – con ilegalidad manifiesta – de las libertades, derechos y garantías reconocidos por la constitución, los jueces pueden ejercitar el control judicial de constitucionalidad en virtud del principio de supremacía constitucional (art. 31 C.N.), aún por la vía del amparo” (T.S.J., Sala Civil y Comercial, s. 34, 11/12/87, in re “vides Visión S.R.L. C/ Municipalidad de  Córdoba – Amparo -).

Después de la reforma constitucional de 1994, la norma limitativa que nos ocupa ha quedado en abierta contradicción con la disposición explícita del art. 43 de la C.N. que “en el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva”.

En consecuencia dejamos formalmente planteada la inconstitucionalidad del art. 2 inc. 2 inc. D, última parte de la ley 4915 y pido que así se declare.
VI-6- INCONSTITUCIONALIDAD DE LA LEY 27.350 Y SU DECRETO 738/2017 y RESOLUCION 1537-E/2017.
La ley 27350 tiene como objeto establecer el marco regulatorio del uso medicinal, terapéutico y/o paliativo del dolor de la planta de cannabis y sus derivados. Uno de los objetivos es garantizar el derecho a la salud y garantizar el acceso gratuito a toda persona que se incorpore al programa. La reglamentación de la ley en su art. 7 dice que solo accederán de manera gratuita al cannabis y sus derivados aquellos inscriptos en el programa, excluyendo a aquellos que no estén inscriptos, debiendo los mismos adquirirlos bajo su costo. Pero lamentablemente el ingreso al Programa, depende de la aprobación de los Protocolos de Salud de los hospitales Publicos para que Agustin encuadre en el mismo, y luego ser avaluado para su aprobación al programa. Todo tal lo descripto anteriormente. Que atento no tener cobertura gratuita estatal por no estar en el programa que no esta reglamentado para todos, no tener recursos estos comparecientes para cubrir el costo y no tener cobertura a través de mi obra social, todos los derechos constitucionales relatados ut-supra de Valentin se encuentran violentados. Por lo que solicito se declare la insconstitucionalidad de los arts 3 inc d), 6, 7, 8 de ley 27.350 atento que no posibilita el ingreso al Programa, art, 7 y 8 del decreto reglamentario y su resolución. 
VI- RESERVA DEL CASO FEDERAL

Para el hipotético supuesto de una resolución adversa a nuestros intereses, en esta oportunidad formulo reserva del caso federal para acudir ante la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación, que contempla el art. 14 de la ley N° 48, desde que se estaría ante una violación de expresos derechos de raigambre constitucional (art. 16 y 18 de la C.N.). A la par se conculcaría igualmente el art. 42 de la Carta Magna, como así también otras cláusulas que revisten Supremacía constitucional como las derivadas de la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica-Ley 23.054).
VII- OFRECE PRUEBA

                                                 1) DOCUMENTAL: 1) Fotocopia certificada del D.N.I. de …2) Copia certificada de la libreta de familia; 3) Copia certificada del carnet de afiliado de APROSS de …; 4) Copia certificada del Certificado de Discapacidad de …., 5) Copia certificada de cuatro recibos de haberes de …., 6) Copia compulsada de la sentencia numero ciento cincuenta de fecha catorce de diciembre de dos mil diez, 7) Copia compulsada de pedido medico del medicamento cannabis por el Dr. Sanabria, 8) Informe e historia clínica de Agustin extendida por el Dr. Sanabria de fecha 21 de marzo de 2018 y de 27 de febrero de 2018 y factura de cobro de honorarios, 9) Informe medico de fecha 7 de noviembre de 2017 del Dr. Sanabria, 10) Informe del Hospital Garraham dde fecha 06 de julio de 2017., 11) Dos estudios neurológicos, 12) Tres cartas documentos de Apross de fecha 01 de agosto de 2017,  27 de abril de 2018 y 30 de mayo de 2018, una carta documento de esta parte de fecha 16 de mayo de 2018 todas en original, 13) Nota de presentación en Apross de fecha 04 de abril de 2018, 14) Copias compulsadas del pedido de autorización del AN
MAT del medicamento según el Regimen de Acceso de Excepcion a Medicamentos. 15) Certificado de consulta de la Pediatra Neurologa Infantil Gabriela Reyes Valenzuela. 16) Certificado de antecedentes médicos del Dr. Sanabria.
                                               2) TESTIMONIAL: Se recepte la declaración testimonial de: 1) 2), 3) 
                                               3) INFORMATIVA:1) Libre Oficio al APROSS para que remita al Tribunal el expte. Caratulado bajo el N° de Stickers N° 19611903242118 y sus anexados donde tramitan todas las cuestiones relativas a mi hijo. 2) Libre oficio al Correo Argentino, sucursal Las Perdices para que remita copia certificada de la CD de esta parte. 3) Libre oficio a OCA Córdoba, a los fines de que remita copia certificada de las CD de Apross acompañaas. 4) Libre oficio al Hospital de Pediatría Dr. Juan P. Garrahan a los fines de que remita la historia clínica y todos los estudios médicos de ….. 5) Libre oficio a la Clínica del Niño de la ciudad de Río Cuarto a los fines de que remita la historia clínica y estudios médicos de …..en especial la del Dr. Javier Sanabria.  6) Libre oficio a la Escuela Maria Montessori Modalidad Especial, con domicilio en Ruta Prov. N° 10 de Hernando a los fines de que extienda informe psicopedagógico, evaluación de … y si el mismo padece de crisis y ataques epilépticos durante la jornada. 7) Libre oficio al Laboratorio Federal MED con domicilio en Av Santa Rosa N° 2176,  Ituzaingo, provincia de Buenos Aires, a los efectos de que informen respecto del procedimiento para pedir el medicamento  “Charlottes Web Hemp Extract in Olive Oil” y el costo del mismo.



   4) PERICIAL MEDICA: Se fije día y hora de audiencia para sorteo de perito medico neurólogo, para que una vez aceptado el cargo proceda a informar sobre los siguientes puntos de pericia: a) determinar el estado de salud de ….n, b) si los medicamentos y tratamientos de … son factibles de no dar resultados esperados a largo plazo, c) la conveniencia o no del tratamiento de cannabis medicinal para su enfermedad,  d) los estudios y tratamientos realizados con cannabis y los resultados que se han publicado, e) como desarrolla el tratamiento con cannabis y como se controla su evolución.
VII- LA MEDIDA CAUTELAR

              Solicitamos se ordene a la Administración Provincial del Seguro de Salud (APROSS), a: 1) Otorgar cobertura del cien por ciento (100%) del medicamento Charlottes Web Hemp Extract in Olive Oil de manera continua y regular, que le prescriben al menor discapacitado ….., autorizando la cobertura directamente a través del proveedor del Régimen de Acceso de Excepción a Medicamentos (RAEM – NR) Comercio Exterior RRIIYPR A.N.M.A.T Delegación Córdoba.
               Nuestra C.S.J.N. tiene resuelto respecto de las cautelares que, “si bien la medida no procede respecto de actos administrativos o legislativos en atención a la presunción de validez que ostentan, tal doctrina debe ceder cuando se los impugna sobre bases prima facie verosímiles” (C.S.J.N., 30/5/95, L.L.28.2.96, y C.S.J.N., 9.12.93, E.D. 159-73).             

               Periculum in mora: El presente amparo conduce a la protección efectiva la que recién se producirá con la sentencia definitiva que lo acoja; mientras tanto, es necesario que V.S. ordene la cautelar impetrada, para que esa protección pueda ser eficaz. El peligro en la demora no requiere la producción del daño, -el que además se está produciendo- sino que este constituya una amenaza inminente, grave y cierta, lo cual ha sido abundantemente acreditado en autos.

           Asimismo resulta evidente que en el caso de autos también se cumplen los requisitos exigidos a toda medida cautelar, o sea la verosimilitud del derecho invocado (fumus boni juris) y el peligro en la demora (Periculum in mora).

VIII- BENEFICIO DE LITIGAR SIN GASTOS

                                           Que por ante este mismo Juzgado, se tramita un incidente de beneficio de litigar sin gastos promovido por los comparecientes, por lo que al dictar sentencia en los mismos solicito que sus beneficios se hagan extensivos a la tramitación de la presente causa de conformidad a las prescripciones del art. 101 y siguientes y concordante del C.P.C.C. Solicitando que hasta que se resuelva la concesión del beneficio solicitado, se me exima de oblar los aportes previstos en la ley 8404.
PETITUM
Por lo expuesto de V.S. solicitamos:

a) Nos tenga por presentados, por parte en el carácter invocado y con el domicilio legal constituido;

b) Admita la presente demanda de amparo e imprima el trámite de ley;

c) Tenga presente la documental acompañada;

d) Tenga presente la reserva del caso federal, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por la vía del recurso extraordinario (art. 14 y 15 de la ley 48) y la doctrina de la arbitrariedad de la sentencia (art. 18 de la C.N.) para el caso de que la Resolución fuere adversa a la presente demanda.
Proveer de Conformidad, SERÁ JUSTICIA.
